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Sánchez Ramos, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de junio de 2022. 

Como medida provisional, y a raíz de un detallado informe de 

una trabajadora social, el Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) 

ordenó que dos menores, hermanos entre sí, fueran removidos de la 

custodia de su madre; como consecuencia, uno de ellos fue colocado 

con su abuela paterna y el otro con su tía paterna.  Según se explica 

a continuación, en el ejercicio de nuestra discreción, declinamos la 

invitación a intervenir con lo actuado por el TPI. 

I. 

El trámite de referencia, entre la Sa. Julima Irizarry Lugo (la 

“Madre”) y el Sr. Víctor I. Piña Ortiz (el “Padre”) concierne la custodia 

de dos hijos de estos, quienes actualmente cuentan con 15 y 17 años 

de edad (el “Hijo Menor” y el “Hijo Mayor”; en conjunto, los “Hijos”). 

Del récord surge que, hasta recientemente, la Madre había 

tenido la custodia de los Hijos.  No obstante, el Padre ha solicitado 

la custodia del Hijo Mayor.  A raíz de ello, en septiembre de 2021, la 

Sa. María E. Rivera Rivera (la “Trabajadora Social”) presentó un 

informe en el cual recomendó que el Hijo Mayor permaneciera bajo 
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la custodia de la Madre.  Ello fue acogido por el TPI mediante una 

Resolución de 17 de noviembre de 2021. 

El 7 de enero, el Padre informó al TPI que, mes y medio antes 

(el 25 de noviembre), el Hijo Mayor había sido “objeto de agresión 

por parte” del Hijo Menor.  También aseveró que, el día antes (6 de 

enero), el Hijo Mayor había sido agredido nuevamente por el Hijo 

Menor y que, cuando ello ocurrió, los Hijos estaban solos en la 

residencia de la Madre.  Sostuvo que un policía que acudió a la 

escena (a raíz de una llamada al 911) le indicó que la casa “no estaba 

habitable”.  Solicitó al TPI que le concediera la custodia del Hijo 

Mayor de forma inmediata y aseveró que este supuestamente 

prefería residir con él. 

La Madre compareció; admitió que hubo un altercado físico 

entre los Hijos el 6 de enero.  Negó que la residencia estuviese 

inhabitable.  Solicitó al TPI que ordenase al Padre devolver la 

custodia física del Hijo Mayor. 

El 18 de enero, el TPI ordenó que se evaluara el incidente del 

6 de enero y se rindiera un informe al respecto. 

El 4 de marzo, la Trabajadora Social rindió otro informe (el 

“Informe”).  Consignó que, el 6 de enero, los Hijos “se agredieron 

físicamente” mientras estaban “solos en el hogar materno” y que, 

como consecuencia, el Hijo Mayor fue “evaluado en un hospital ante 

marcas en el rostro” y se le tomaron unas “radiografías en su mano”. 

En el Informe se resaltó que “ambos padres se encuentran con 

casos fundamentados en el Departamento de la Familia”; el Padre 

“por maltrato físico hacia [el Hijo Menor] y la madre por negligencia 

por dejar a los menores sin supervisión …”.  Indicó que ni el Padre 

ni la Madre han “complet[ado] los servicios que requieren los 

menores”, y que la Madre fue referida al Departamento de la Familia 

“por negligencia médica” como resultado de una situación informada 

por un psicólogo.  Por su parte, el Padre, a dos meses del incidente, 
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todavía no tenía los resultados de la radiografía realizada al Hijo 

Mayor. 

La Trabajadora Social concluyó que “los progenitores no 

cubren las necesidades … de los menores y no existe una buena 

comunicación entre las partes”.  Subrayó que se les había 

“fundament[ado] maltrato” tanto al Padre como a la Madre.  Estimó 

que los padres “han tenido un pobre juicio y han antepuesto sus 

necesidades a la de los menores, lo que ha provocado una 

separación entre estos” y que el Hijo Mayor “le reste el respeto” 

debido a la Madre y el Hijo Menor tenga un “sentido de rechazo y 

abandono” en relación con el Padre. 

La Trabajadora Social consignó que la Sa. Sonia Piña (la “Tía”) 

y la Sa. Sonia Ortiz (la “Abuela”) estaban en disposición de asumir 

la custodia de los Hijos de ser necesario.  Recomendó que el Hijo 

Menor fuese colocado con la Tía y el Hijo Mayor con la Abuela.  Ello 

hasta que ambos padres cumplieran con un plan de servicios del 

Departamento de la Familia.  La Trabajadora Social recomendó 

relaciones paterno y materno filiales, ambas de forma supervisada 

por los custodios, además de relaciones entre los abuelos maternos 

y los Hijos.  También, recomendó que los padres y los Hijos 

continuaran con ciertos procesos terapéuticos y, además, 

recomendó que se le requiriera al Padre y a la Madre cumplir con 

ciertos requisitos adicionales.  La Madre informó al TPI que 

impugnaría el Informe. 

Mediante una Orden notificada el 12 de mayo, el TPI, “en 

protección a los menores”, acogió de forma provisional las 

recomendaciones del Informe.  Ese mismo día, la Madre solicitó 

reconsideración.  Mediante una Resolución notificada el 17 de mayo, 

el TPI denegó la moción de reconsideración. 

El 25 de mayo, la Madre presentó el recurso que nos ocupa.  

Plantea que el TPI, antes de remover los Hijos de su custodia, debió 
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realizar una vista y realizar determinaciones de hecho y 

conclusiones de derecho.  Aduce que no se estableció ninguna 

situación de emergencia que justificase lo actuado por el TPI.  El 

mismo día, la Madre presentó una moción en auxilio de jurisdicción; 

solicitó que ordenásemos que los Hijos “regresen inmediatamente” 

con ella.  El 2 de junio, denegamos la moción en auxilio de 

jurisdicción.  A pesar de haberle ordenado al Padre que mostrara 

causa por la cual no debíamos revocar la decisión recurrida, este 

optó por no comparecer.  Disponemos. 

II. 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 

917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal revisor tiene la facultad de expedir 

el recurso de manera discrecional, por tratarse de ordinario de 

asuntos interlocutorios.  Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse de manera razonable, procurando siempre lograr una 

solución justiciera.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

98 (2008); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII–B, R. 40, establece los criterios a examinar para 

ejercer nuestra discreción, al disponer lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:    

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.   

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.   

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.   



 
 

 
KLCE202200550    

 

5 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.   

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio.   

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  

 

La denegación de una petición de expedición del auto de certiorari 

no impide a la parte afectada reproducir su planteamiento en 

apelación. Torres Martínez, supra. 

III. 

Considerados los factores de la Regla 40, supra, en el ejercicio 

de nuestra discreción, hemos determinado denegar el auto 

solicitado.  A la luz de la totalidad de las recomendaciones y 

observaciones del Informe, y en atención al altercado físico entre los 

Hijos, sobre lo cual no hay controversia, no podemos concluir que 

fuese irrazonable lo actuado por el TPI.  Estimamos que dicha 

determinación no respondió exclusivamente al referido incidente, 

sino que tomó en cuenta todas las circunstancias consideradas y 

relatadas en el Informe.  Tampoco se ha demostrado que el TPI 

hubiese cometido algún error de derecho, o que la decisión recurrida 

hubiese generado un fracaso de la justicia. 

Ahora bien, lo actuado por el TPI le impone a dicho foro la 

obligación de actuar lo más rápidamente posible para adjudicar 

finalmente lo relacionado con la custodia de los Hijos.  Ello en 

atención a que, hasta la fecha de la determinación recurrida, la 

custodia la había ostentado la Madre y esta no ha tenido la 

oportunidad de impugnar el Informe en una vista.  El cambio 

ordenado de forma “provisional” obliga a los Hijos, y a su entorno 

familiar, a adaptarse rápidamente a nuevas circunstancias, lo cual 

repercute sustancialmente en el diario vivir de todos los 
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involucrados.  Es decir, el TPI tiene la obligación de velar que lo 

“provisional” no se convierta en permanente simplemente como 

resultado de un retraso en atender el asunto ante su consideración. 

Así pues, aunque hemos determinado, discrecionalmente, no 

intervenir con la determinación recurrida, lo más apropiado es que 

el TPI celebre cuanto antes una vista en que se le permita a la Madre 

impugnar las recomendaciones del Informe y que, inmediatamente 

después de la misma, el TPI adjudique de forma final quién 

ostentara la custodia de los Hijos, de conformidad con lo que dicho 

foro, a la luz de la prueba que se presente, estime constituye el mejor 

bienestar de cada uno de ellos. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se deniega el auto de 

certiorari solicitado. 

 Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

                   Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


